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1. 
LA LEY 9/2017, DE 8 DE 

NOVIEMBRE, DE CONTRATOS 
DEL SECTOR PÚBLICO

La legislación en materia de contratación pública, de marcado carácter 
nacional, toma por base la actividad normativa internacional, fundamental-
mente de la Unión Europea, siendo necesario, por tanto, adaptar el derecho 
interno a dicha normativa. En esta línea y dentro del marco de la denominada 
«Estrategia Europa 2020», en el que la contratación pública juega un papel 
fundamental, se promulga la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, BOE de 9 de noviembre de 2017, vigente desde el 9 de 
marzo de 2018 (en adelante LCSP).

Esta ley responde a una doble motivación, como indica su preámbulo, cual 
sería, de un lado, la transposición de las Directivas 2014/23/UE y 2014/24/
UE y, de otro lado, la creación de «un sistema de contratación pública, más 
eficiente, transparente e íntegro, mediante el cual se consiga un mejor cum-
plimiento de los objetivos públicos, tanto a través de la satisfacción de las 
necesidades de los órganos de contratación, como mediante una mejora de 
las condiciones de acceso y participación en las licitaciones públicas de los 
operadores económicos, y, por supuesto, a través de la prestación de mejo-
res servicios a los usuarios de los mismos». 

En el mismo sentido, el preámbulo señala como objetivos que toma en 
consideración la regulación de la citada norma, en primer lugar, lograr una 
mayor transparencia en la contratación pública y, en segundo lugar, conseguir 
una mejor relación calidad-precio.

Los ejes fundamentales en torno a los que se elabora la nueva LCSP y 
que coinciden con el esquema de la anterior ley de 2007 son: el concepto 
de poder adjudicador y la distinción entre los contratos sujetos a regulación 
armonizada y aquellos que no lo están. 

Por lo que se refiere a la estructura de la LCSP, consta la misma de un 
total de 347 artículos, distribuidos de la siguiente manera:

	– Título preliminar. Disposiciones generales. Artículos 1 a 27 de la 
LCSP.  Este título tiene dos capítulos. El primero relativo al objeto 
y ámbito de aplicación de la ley, manteniéndose, en este caso, los 
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tres niveles de aplicabilidad de la ley y la configuración negativa o 
de exclusión de los contratos y negocios no regulados en la misma. 
El segundo se refiere a los contratos del sector público con carácter 
general. 

	– Libro primero. Configuración general de la contratación del sector 
público y elementos estructurales de los contratos. Artículos 28 a 
114 de la LCSP. Consta de cuatro títulos. El primero contempla unas 
disposiciones generales en materia de contratación del sector públi-
co. El segundo, relativo a las partes en el contrato, determina la com-
petencia y la capacidad para contratar. El título tercero, por su parte, 
se ocupa del objeto del contrato, presupuesto base de licitación, valor 
estimado, precio del contrato y su revisión. Finalmente establece el 
título cuarto una serie de garantías para la contratación.

	– Libro segundo. De los contratos de las Administraciones públicas. 
Artículos 115 a 315 de la LCSP. Se divide, a su vez, en dos títulos. El 
primero de ellos contiene una suerte de disposiciones generales en 
materia de contratos y el segundo se refiere a los distintos tipos de 
contratos y sus particularidades.

	– Libro tercero. De los contratos de otros entes del sector público. 
Artículos 316 a 322 de la LCSP. Con dos títulos, regula los contratos 
de poderes adjudicadores que no sean Administraciones públicas y 
los de las entidades del sector público que no sean poderes adjudi-
cadores.

	– Libro cuarto. Organización administrativa para la gestión de la con-
tratación. Artículos 323 a 347 de la LCSP. Consta de tres títulos que 
se refieren a la competencia en materia de contratación, regulando 
los distintos órganos; a los registros oficiales y a la gestión de la 
publicidad contractual por medios electrónicos, informáticos y 
telemáticos.

La LCSP contiene, además, 56 disposiciones adicionales; 6 disposiciones 
transitorias; una disposición derogatoria por la que se deroga «el texto refun-
dido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por Real Decreto 
Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre, así como cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley»; y 16 
disposiciones finales.
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LEY 9/2017, DE 8 DE NOVIEMBRE, DE CONTRATOS DEL
SECTOR PÚBLICO

BOE
09/11/2017 EN VIGOR

09/03/2018

DEROGA
RDL 3/2011, DE 14
DE NOVIEMBRE

(TRLCSP)

ESTRUCTURA

347 artículos, 56 D.A., 6 D.T., 1 D.D., 16 D.F.

TÍTULO
PRELIMINAR
Disposiciones

generales

LIBRO I
Configuración
general de la

contratación del
sector público y

elementos
estructurales de

los contratos

LIBRO II
De los contratos

de las
Administraciones

públicas

LIBRO III
De los contratos
de otros entes

del sector
público

LIBRO IV
Organización
administrativa
para la gestión

de la
contratación

Arts. 1 a 27 Arts. 28 a 114 Arts. 115 a 315 Arts. 316 a 322  Arts. 323 a 347

- Objeto y ámbito
de aplicación.

- Contratos
excluidos.

- Contratos del
sector público.

- Disposiciones
generales.

- Partes en el
contrato.

- Objeto del
contrato.

- Garantías.

- Disposiciones
generales en los

contratos.
- Tipos de
contratos.

- Poderes
adjudicadores, no

AAPP.
- Entidades sector

público, no
poderes

adjudicadores.

- Competencia.
- Registros
oficiales.
- Gestión
publicidad

contractual.
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1.1. ¿Cuál es el objeto y la 
finalidad de la LCSP?

El artículo 1 de la LCSP se refiere al objeto y finalidad de la misma. Así, 
el objeto de la norma es regular:

	– La contratación del sector público.

	– El régimen jurídico aplicable a los efectos, cumplimiento y extinción 
de los contratos administrativos, atendiendo a los fines instituciona-
les de carácter público que tratan de realizar.

La regulación de la contratación del sector público tiene una doble finali-
dad, como se desprende del apartado 1, artículo 1 de la LCSP:

	– Garantizar que dicha regulación se ajuste a los siguientes principios: 
libertad de acceso a las licitaciones, publicidad, transparencia de los 
procedimientos y no discriminación e igualdad de trato entre los  
licitadores.  

	– Asegurar una eficiente utilización de los fondos  destinados a 
realizar obras, adquirir bienes y contratar servicios. Esta finalidad 
requiere actuar partiendo del objetivo de estabilidad presupuestaria 
y control del gasto y del principio de integridad. A los efectos de la 
utilización eficiente, se requiere fijar previamente las necesidades a 
satisfacer, salvaguardar la libre competencia y seleccionar la oferta 
más ventajosa económicamente.

JURISPRUDENCIA

Principios de igualdad de trato y de transparencia en el ámbito de la 
contratación pública

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea n.º C-264/18, de 6 de 
junio de 2019, ECLI:EU:C:2019:472

«28. Además, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el principio 
general de igualdad de trato, como principio general del Derecho de la Unión, exige 
que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no se traten de 
manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente 
justificado (sentencia de 16 de diciembre de 2008, Arcelor Atlantique et Lorraine y 
otros, C-127/07, EU:C:2008:728, apartado 23 y jurisprudencia citada)».

Sentencia del Tribunal General de la Unión Europea n.º T-299/11, de 7 de 
octubre de 2015, ECLI:EU:T:2015:757

«44. Hay que recordar que en virtud del principio de igualdad de trato la entidad 
adjudicadora está obligada a procurar en cada fase del procedimiento de licitación el 
respeto de la igualdad de trato y como consecuencia la igualdad de oportunidades 
de todos los licitadores. El principio de igualdad de trato también significa que 
los licitadores deben estar en pie de igualdad tanto en el momento de preparar 
sus ofertas como en el de la evaluación de éstas por la entidad adjudicadora. Ello 
implica más especialmente que los criterios de adjudicación se han de formular en 
el pliego de cláusulas o en el anuncio de licitación de manera que permitan a todos 
los licitadores razonablemente informados y normalmente diligentes interpretarlos de 
igual forma, y que en la evaluación de las ofertas esos criterios deben aplicarse de 
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manera objetiva y uniforme a todos los licitadores (sentencia de 17 de febrero de 2011, 
Comisión/Chipre, C-251/09, EU:C:2011:84, apartados 39 y 40; véase también, en ese 
sentido, la sentencia de 25 de octubre de 2012, Astrim y Elyo Italia/Comisión, T-216/09, 
EU:T:2012:574, apartados 35 y 36 y jurisprudencia citada). Además, el principio de 
transparencia, que tiene esencialmente por objeto garantizar que no exista riesgo de 
favoritismo y arbitrariedad por parte de la entidad adjudicadora, implica que todas las 
condiciones y modalidades del procedimiento de adjudicación estén formuladas de 
forma clara, precisa e inequívoca en el anuncio de licitación o en el pliego de condicio-
nes, con el fin de que, por una parte, todos los licitadores razonablemente informados 
y normalmente diligentes puedan comprender su alcance exacto e interpretarlos de la 
misma forma y, por otra parte, la entidad adjudicadora pueda comprobar que efectiva-
mente las ofertas presentadas por los licitadores responden a los criterios aplicables al 
contrato de que se trata (véanse, en ese sentido, las sentencias Astrim y Elyo Italia/Co-
misión, antes citada, EU:T:2012:574, apartado 37, y de 16 de septiembre de 2013, Es-
paña/Comisión, T-402/06, Rec, EU:T:2013:445, apartado 67 y jurisprudencia citada)».

A los efectos de conseguir los objetivos que inspiran la regulación contenida 
en la LCSP ya señalados, el artículo 1 de la LCSP, en su apartado tercero, añade:

«En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y 
preceptiva criterios sociales y medioambientales siempre que guarde rela-
ción con el objeto del contrato, en la convicción de que su inclusión pro-
porciona una mejor relación calidad-precio en la prestación contractual, así 
como una mayor y mejor eficiencia en la utilización de los fondos públicos. 
Igualmente se facilitará el acceso a la contratación pública de las pequeñas 
y medianas empresas, así como de las empresas de economía social».

1.2. ¿Qué contratos se rigen por la LCSP?

El artículo 2 de la LCSP concreta el ámbito de aplicación de la norma, se-
ñalando que están sometidos a ella, en los términos que establece la misma:

	– Los contratos del sector público, entendiendo por tales los contra-
tos onerosos de cualquier naturaleza jurídica que celebren las enti-
dades previstas en el artículo 3 de la LCSP. Continúa señalando el 
precepto que «Se entenderá que un contrato  tiene carácter onero-
so en los casos en que el contratista obtenga algún tipo de beneficio 
económico, ya sea de forma directa o indirecta».

	– Los  contratos subvencionados por  entidades que tengan la 
consideración de poderes adjudicadores que celebren otras personas 
físicas o jurídicas en los casos del artículo 23 de la LCSP que se refiere 
a contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada.

JURISPRUDENCIA

Los contratos públicos han de ser contratos onerosos

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea n.º C-451/08, de 25 de 
marzo de 2010, ECLI:EU:C:2010:168

«45. A este respecto, procede señalar que, de conformidad con el artículo 1, 
apartado 2, letra  a), de la Directiva 2004/18, los contratos públicos son contratos 
onerosos celebrados por escrito.
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(...)

47. Además, sólo un contrato celebrado a título oneroso puede constituir un con-
trato público a los efectos de la Directiva 2004/18.

48. El carácter oneroso del contrato implica que el poder adjudicador que haya 
celebrado un contrato público de obras reciba mediante el mismo una prestación 
a cambio de una contraprestación. Esta prestación consiste en la realización de las 
obras que la entidad adjudicadora prevé obtener (véanse las sentencias de 12 de julio 
de 2001, Ordine degli Architetti y otros, C-399/98, Rec. p. I-5409, apartado 77, y de 
18 de enero de 2007, Auroux y otros, C-220/05, Rec. p. I-385, apartado 45).

49. Tanto por su naturaleza como por la estructura y los objetivos de la Directiva 
2004/18, dicha prestación debe conllevar un beneficio económico directo para el 
poder adjudicador».

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea n.º C-51/15, de 21 de 
diciembre de 2016, ECLI:EU:C:2016:985

«43. En efecto, sólo un contrato celebrado a título oneroso puede constituir un 
contrato público incluido en la Directiva 2004/18, dicho carácter oneroso implica 
que el poder adjudicador que concluye un contrato público recibe en virtud de éste, 
mediante una contrapartida, una prestación que debe comportar un interés econó-
mico directo para ese poder adjudicador (véase, en este sentido, la sentencia de 
25 de marzo de 2010, Helmut Müller, C-451/08, EU:C:2010:168, apartados 47 a 49). 
El carácter sinalagmático del contrato es así una característica esencial de un contrato 
público, como señaló el Abogado General en el punto 36 de sus conclusiones».

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea n.º C-606/17, de 18 de 
octubre de 2018, ECLI:EU:C:2018:843

«32. Por consiguiente, procede responder a la primera cuestión prejudicial que 
el artículo 1, apartado 2, letra a), de la Directiva 2004/18 debe interpretarse en el 
sentido de que el concepto de «contratos onerosos» incluye una decisión por la que 
un poder adjudicador asigna directamente a un determinado operador económico, 
sin organizar un procedimiento de adjudicación de contrato público, una financiación 
destinada íntegramente a la elaboración de productos que el operador debe suminis-
trar gratuitamente a distintas administraciones, las cuales no han de abonar contra-
prestación alguna a dicho proveedor a excepción del pago, en concepto de gastos de 
suministro, de una cantidad a tanto alzado de 180 euros por cada envío».

A TENER EN CUENTA.  El artículo 23 de la LCSP (modificado por la Orden   
HFP/1352/2023, de 15 de diciembre, por la que se publican los límites de los 
distintos tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público a 
partir del 1 de enero de 2024), en materia de contratos subvencionados sujetos 
a una regulación armonizada, será desarrollado en puntos posteriores, pero, a 
pesar de ello, debe tenerse en cuenta aquí su contenido toda vez que, incide en 
la determinación del ámbito de aplicación de la LCSP en los términos señalados 
en el apartado segundo del artículo 2 de la LCSP.

Artículo 23 de la LCSP
«1. Son contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada 

los contratos de obras y los contratos de servicios definidos conforme a lo 
previsto en los artículos 13 y 17, respectivamente, que sean subvencionados, 
de forma directa y en más de un 50 por 100 de su importe, por entidades 
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que tengan la consideración de poderes adjudicadores, siempre que 
pertenezcan a alguna de las categorías siguientes:

a) Contratos de obras que tengan por objeto actividades de ingeniería 
civil de la sección F, división 45, grupo 45.2 de la Nomenclatura General de 
Actividades Económicas de las Comunidades Europeas (NACE), o la cons-
trucción de hospitales, centros deportivos, recreativos o de ocio, edificios 
escolares o universitarios y edificios de uso administrativo, siempre que su 
valor estimado sea igual o superior a 5.538.000 euros.

b) Contratos de servicios vinculados a un contrato de obras de los de-
finidos en la letra a), cuyo valor estimado sea igual o superior a 221.000 
euros.

2. Las normas previstas para los contratos subvencionados se aplicarán 
a aquellos celebrados por particulares o por entidades del sector público 
que no tengan la consideración de poderes adjudicadores, en conjunción, 
en este último caso, con las establecidas en el Título II del Libro Tercero 
de esta Ley. Cuando el contrato subvencionado se adjudique por entida-
des del sector público que tengan la consideración de poder adjudicador, 
se aplicarán las normas de contratación previstas para estas entidades, 
de acuerdo con su naturaleza, salvo la relativa a la determinación de la 
competencia para resolver el recurso especial en materia de contratación 
y para adoptar medidas cautelares en el procedimiento de adjudicación, 
que se regirá, en todo caso, por la regla establecida en el apartado 2 del 
artículo 47».

Concluye el artículo 2 en sus apartados 3 y 4:

«3. La aplicación de esta Ley a los contratos que celebren las 
Comunidades Autónomas y las entidades que integran la Administración 
Local, o los organismos dependientes de las mismas, así como a los 
contratos subvencionados por cualquiera de estas entidades, se efectuará 
en los términos previstos en la Disposición final primera de la presente Ley 
relativa a los títulos competenciales.

4. A los efectos de identificar las prestaciones que son objeto de los 
contratos regulados en esta Ley, se utilizará el «Vocabulario común de 
contratos públicos», aprobado por el Reglamento (CE) n.º 2195/2002 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de noviembre de 2002, por el que 
se aprueba el Vocabulario común de contratos públicos (CPV), o normativa 
comunitaria que le sustituya».

A TENER EN CUENTA.  A los efectos de adaptar el CPV a la evolución de 
los mercados y de las necesidades de los usuarios, se hace necesaria su 
actualización. En este sentido cabe citar el Reglamento (CE) n.º 213/2008 de 
la Comisión, de 28 de noviembre de 2007, que modifica el Reglamento (CE) 
n.º 2195/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se aprueba el 
Vocabulario común de contratos públicos (CPV), y las Directivas 2004/17/CE y 
2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo sobre los procedimientos de 
los contratos públicos, en lo referente a la revisión del CPV.
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1.3. ¿A quiénes se le aplica la LCSP?

El artículo 3 de la LCSP se refiere al ámbito subjetivo de la misma. Este 
precepto sigue manteniendo la compleja clasificación tripartita entre sector 
público, Administraciones públicas y poderes adjudicadores a los efectos 
de determinar su ámbito subjetivo, perdiendo la oportunidad de unificar la 
terminología empleada y facilitar así la comprensión de la aplicación de la 
norma.

¿Qué entidades integran el sector público?

Según el mencionado artículo en su apartado 1, el sector público  está 
integrado por las siguientes entidades:

	– La Administración General del Estado, las Administraciones de las co-
munidades autónomas, las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y 
las entidades que integran la Administración local.

	– Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

	– Los organismos autónomos, las universidades públicas y las autorida-
des administrativas independientes.

	– Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se 
refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sec-
tor Público (en adelante, LRJSP), y la legislación de régimen local, así 
como los consorcios regulados por la legislación aduanera.

	– Las fundaciones públicas, entendiendo por tales las que reúnan alguno 
de los siguientes requisitos:

•	 Aportación mayoritaria, directa o indirecta, que puede ser inicial o 
posterior a su constitución, de una o varias entidades integradas 
en el sector público:

•	 Más de un 50 % de su patrimonio sean bienes o derechos apor-
tados o cedidos por integrantes del sector público con carácter 
permanente.

•	 La mayoría de derechos de voto de su patronato corresponda a 
representantes del sector público.

	– Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

	– Las entidades públicas empresariales a las que se refiere la LRJSP, y 
cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica 
propia vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o de-
pendientes del mismo.

	– Las sociedades mercantiles que cumplan la siguiente condición:

•	 La participación, directa o indirecta, de las entidades anteriores 
(salvo las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social) en su ca-
pital social ha de ser superior al 50 %.
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•	 O, si no alcanza dicho porcentaje, se encuentra en un grupo de so-
ciedades respecto de las entidades mencionadas, en los términos 
del artículo 4 de la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de 
Valores y de los Servicios de Inversión, que remite al artículo 42 del 
Código de Comercio.

	– Los fondos sin personalidad jurídica, que han sido incorporados en el 
concepto de sector público por la ley de 2017.

	– Otras entidades con personalidad jurídica propia que reúnan los re-
quisitos que señala el apartado tercero, letra d), del artículo 3 de la 
LCSP para ser poder adjudicador que después se indicarán.

	– Asociaciones que constituyan las entidades anteriores.

	– Finamente, las diputaciones forales y las juntas generales de los Terri-
torios Históricos del País Vasco.

Dentro del sector público, ¿qué entidades se 
consideran Administraciones públicas?

El apartado segundo del artículo 3 de la LCSP señala como tales:

	– La Administración General del Estado, las Administraciones de las co-
munidades autónomas, las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y 
las entidades que integran la Administración local.

	– Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.

	– Los organismos autónomos, las universidades públicas y las autori-
dades administrativas independientes.

	– Las diputaciones forales y las juntas generales de los Territorios His-
tóricos del País Vasco.

	– Los consorcios y otras entidades de derecho público que tengan la 
consideración de poderes adjudicadores conforme al apartado terce-
ro, letra d), del artículo 3 de la LCSP, que no se financien mayoritaria-
mente con ingresos de mercado.

A TENER EN CUENTA. Se considera que los consorcios y entidades de derecho 
público «se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando ten-
gan la consideración de productor de mercado de conformidad con el Sistema 
Europeo de Cuentas».

¿Qué son los poderes adjudicadores?
La Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 

febrero de 2014,  sobre contratación pública y por la que se deroga la Di-
rectiva 2004/18/CE, señala que son poderes adjudicadores «el Estado, las 
autoridades regionales o locales, los organismos de Derecho público o las 
asociaciones formadas por uno o varios de dichos poderes o uno o varios de 
dichos organismos de Derecho público». En la misma línea, el artículo 3 de 
la LCSP, en su apartado tercero, considera como poderes adjudicadores:
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	– Las Administraciones públicas.

	– Las fundaciones públicas.

	– Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

	– Las entidades con personalidad jurídica propia que reúnan los si-
guientes requisitos:

•	 Se hayan creado específicamente para satisfacer necesidades de 
interés general que no tengan carácter industrial o mercantil.

•	 Un sujeto del sector público participe en ellas de alguna de las 
formas siguientes:

	» Financiando mayoritariamente su actividad.

	» Controlando su gestión.

	» Nombrando a más de la mitad de los miembros de su órgano de 
administración, dirección o vigilancia.

	– Las asociaciones constituidas por las entidades anteriores.

La sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea n.º C-567/15, 
de 5 de octubre de 2017, ECLI:EU:C:2017:736, en relación con el concepto 
de poder adjudicador establece:

«48. Por consiguiente, procede responder a las cuestiones prejudiciales 
planteadas que el artículo 1, apartado 9, párrafo segundo, de la Directiva 
2004/18 debe interpretarse en el sentido de que una sociedad que, por 
una parte, pertenece en su totalidad a un poder adjudicador cuya actividad 
consiste en satisfacer necesidades de interés general y que, por otra parte, 
lleva a cabo tanto operaciones para dicho poder adjudicador como opera-
ciones en el mercado competitivo, debe calificarse de “organismo de Dere-
cho público” en el sentido de esta disposición, siempre que las actividades 
de dicha sociedad sean necesarias para que ese poder adjudicador pueda 
ejercer su actividad y que, para satisfacer necesidades de interés general, 
la referida sociedad se guíe por consideraciones que no sean económicas, 
extremo que ha de verificar el órgano jurisdiccional remitente. Carece de 
pertinencia a este respecto el hecho de que el valor de las operaciones 
internas pueda representar, en un futuro, menos del 90 % del volumen de 
negocios global de la sociedad o una parte no esencial de éste».

A TENER EN CUENTA. La sentencia mencionada hace referencia a la Directiva 
2004/18/CE, la cual ha sido derogada por la Directiva 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, si bien resulta igualmente útil el análisis que efectúa del 
concepto de poder adjudicador, toda vez que ambas Directivas lo contemplan 
de forma idéntica.
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